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VISTOS; el recurso de nulidad interpuesto

por  el  abogado  defensor  de  la  querellante  Marina  Sequeiros  Montesinos,  contra  la

sentencia de vista de fecha diez de julio de dos mil ocho, de fojas cuatrocientos cuarenta

y cinco; interviniendo como ponente el señor Juez Supremo Barandiarán Dempwolf; de

conformidad  con  lo  opinado  por  el  señor  Fiscal  Supremo  en  lo  Penal;

CONSIDERANDO: Primero: Que, el abogado defensor de la querellante en su escrito

de fundamentación de agravios de fojas cuatrocientos cincuenta y siete, esgrime que se

infringió  el  Principio  de  Legalidad,  en  la  medida  que  nuevamente  se  recogen  y

confirman los crasos errores incurridos y los prevaricadores fundamentos dados por el

A quo, toda vez,  que las frases emitidas por el  querellado Adolfo Saloma González

resultan  vejatorias  y  difamantes;  en  este  orden  de  ideas,  no  se  puede  invocar

válidamente  el  derecho a  la  expresión,  para  pretender  sostener  que  la  conducta  del

agente se convierta en atípica; todo lo cual, genera impunidad. Segundo: Que, el delito

de difamación previsto en el artículo ciento treinta y dos del Código Penal, sanciona al

agente  que  ante  varias  personas,  reunidas  o  separadas,  pero  de  manera  que  pueda

difundirse la noticia, atribuye a una persona, un hecho, una cualidad o una conducta que

pueda perjudicar su honor o reputación, se agrava dicha conducta si el delito se comete

por medio del libro,  la prensa u otro medio de comunicación social.  Tercero:  Que,

corresponde  remitirnos  al  Acuerdo  Plenario  número  tres  -  dos  mil  seis/CJ-  ciento

dieciséis,  del  trece  de  octubre  de  dos  mil  seis,  de  las  Salas  Penales  Permanente  y

Transitorias  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  "Asunto:  "Delitos  contra  el  honor

personal y derecho constitucional a la libertad de expresión  y de información"-,

precedente jurisprudencial que nos aporta criterios para dilucidar el themes probandum

que ahora nos convoca; en efecto, establece como doctrina legal las siguientes reglas de

ponderación:  i).-  La  solución  del  conflicto  pass  por  la  formulación  de  un  juicio

ponderativo  que tenga en cuenta las  circunstancias  de  cada  caso en particular  y

permita determinar que la conducta atentatoria contra el honor está justificada por

ampararse en el ejercicio de las libertades de expresión o de información. La base de

esta  posición  estriba  en  que,  en  principio,  los  dos  derechos  en  conflicto:  honor  y



libertades de expresión -manifestación de opiniones o juicios de valor- y de información

-imputación o narración de hechos concretos-, gozan de igual rango constitucional, por

lo que ninguno tiene carácter absoluto respecto del otro [ambos tienen naturaleza de

derecho - principio]. A este efecto, uno de los métodos posibles, que es del caso utilizar

para el juicio ponderativo, exige fijar el ámbito propio de cada derecho, luego verificar

la concurrencia de los presupuestos formales de  la limitación, a continuación valorar

bajo  el  principio  de  proporcionalidad  el  carácter  justificado  o  injustificado  de  la

injerencia  y,  finalmente,  comprobar  que  el  limite  que  se  trate  respeta  el  contenido

esencial del derecho limitado; ii).- Una vez determinados legalmente la concurrencia de

los  presupuestos  típicos  del  delito  en  cuestión  -paso  preliminar  e  indispensable-,

corresponde analizar si se esta ante una causa de justificación -si la conducta sujeta a la

valoración  penal  constituye  o  no  un  ejercicio  de  las  libertades  de  expresión  e

información-. Es insuficiente para la resolución  del conflicto entre el delito contra el

honor y las libertades de información y de expresión el análisis del elemento subjetivo

del indicado delito, en atención a la dimensión pública e institucional que caracteriza a

estas últimas y que excede el  ámbito personal  que distingue al  primero.  En nuestro

Código Penal la causa de justificación que en estos casos es de invocar es la prevista en

el  inciso  octavo  del  artículo  veinte,  que  reconoce  como  causa  de  exención  de

responsabilidad penal "El que obra [...] en el ejercicio legítimo de un derecho...", es

decir,  de los  derechos  de  información  y  de  expresión.  Estos  derechos,  o  libertades,

pueden justificar injerencias en el honor ajeno, a cuyo efecto es de analizar el ámbito

sobre el  que recaen las frases consideradas ofensivas,  los requisitos  del  ejercicio  de

ambos  derechos  y  la  calidad  -falsedad  o  no-  de  las  aludidas  expresiones;  iii).-  Un

primer criterio, como se ha expuesto, está referido al ámbito sobre el que recaen las

expresiones calificadas de ofensivas al honor de las personas. La naturaleza pública

de las libertades de información  y de  expresión, vinculadas a la formación de la

opinión ciudadana, exige que las expresiones incidan en la esfera pública -no en la

intimidad de las personas  y de  quienes guarden con ella  una personal y  estrecha

vinculación familiar, que es materia de otro análisis, centrado en el interés público del

asunto  sobre  el  que  se  informa  o  en  el  interés  legítimo  del  público  para  su

conocimiento-.  Obviamente,  la  protección del  afectado se relativizará  -en función al

máximo nivel de su eficacia justificadora- cuando las expresiones cuestionadas incidan

en personajes públicos o de relevancia pública, quienes, en aras del interés general en

juego, deben soportar cierto riesgo a que sus derechos subjetivos resulten afectados por



expresiones o informaciones de ese calibre -más aún si las expresiones importan una

crítica  política,  en  tanto  éstas  se  perciben  como  instrumento  de  los  derechos  de

participación  política-:  así  lo  ha  reconocido  la  Corte  Interamericana  de  Derechos

Humanos  en  la  sentencia  Herrera  Ulloa,  del  dos  de  julio  de  dos  mil  cuatro,  que

tratándose de funcionarios públicos ha expresado que su honor debe ser protegido de

manera acorde con los principios del pluralismo democrático. En todos estos casos, en

unos más que otros, los límites al ejercicio de esas libertades son más amplios; iv).- El

otro  criterio  está  circunscrito  a  los  requisitos  del  ejercicio  de  las  libertades  de

información y de expresión. Se ha respetar el contenido esencial de la dignidad de la

persona.  En primer lugar, no están amparadas las frases objetiva o formalmente

injuriosas, los insultos o las insinuaciones insidiosas vejaciones -con independencia

de la  verdad de lo que se vierta o de la corrección de los juicios de valor que

contienen-,  pues  resultan impertinentes -desconectadas de su finalidad crítica  o

informativa- e   inn  ecesarias al pensamiento o idea que se exprese y materializan un

desprecio por la personalidad ajena. Es claro que está permitido en el  ejercicio de

las  libertades  de  información  y  de  expresión  que  se  realice  una   evaluación

personal,  por  desfavorable  que sea,  de  una  conducta,  pero  no lo  está  emplear

calificativos que, apreciados en su significado usual y en su contexto, evidencian

menosprecio o animosidad; v).- En segundo lugar, el ejercicio legitimo de la libertad

de  información  requiere  la  concurrencia  de  la  veracidad  de  los  hechos  y  de  la

información que se profiera. Debe ejercerse de modo subjetivamente veraz [el Tribunal

Constitucional, en la sentencia número cero nueve cero cinco - dos mil uno-Al/TC, del

catorce de agosto de dos mil dos, ha precisado al respecto que el objeto protegido de

ambas  libertades  es  la  comunicación  libre,  tanto  la  de  los  hechos  como  la  de  las

opiniones -incluye apreciaciones y juicios de valor-; y, tratándose de hechos difundidos,

para merecer protección constitucional, requieren ser veraces, lo que supone la asunción

de ciertos deberes y responsabilidades delicadísimos por quienes tienen la condición de

sujetos informantes]. Ello significa que la protección constitucional no alcanza cuando

el  autor  es  consciente  de que no dice  o escribe  verdad cuando atribuye  a  otro una

determinada conducta -dolo directo- o cuando, siendo falsa la información en cuestión,

no mostró interés o diligencia minima en la comprobación de la verdad -dolo eventual-.

En este ultimo caso, el autor actúa sin observar los deberes subjetivos de comprobación

razonable de la fiabilidad o viabilidad de la información o de la fuente de la misma,

delimitación  que  debe  hacerse  desde  parámetros  subjetivos:  se  requiere  que  la



información haya sido diligentemente contrastada con datos objetivos e imparciales [El

Tribunal  Constitucional,  en la sentencia  número seis  siete  uno dos -  dos mil  cinco-

HC/TC, del diecisiete de octubre de dos mil cinco, precisó que la información veraz

como  contenido  esencial  del  derecho  no  se  refiere  explícitamente  a  una  verdad

inobjetable e incontrastable, sino más bien a una actitud adecuada de quien informa en

la búsqueda de la verdad, respetando lo que se conoce como el deber de diligencia, y a

contextualizarla de manera conveniente; es decir, se busca amparar la verosimilitud de

la información]. No se protege, por tanto, a quienes, defraudando el derecho de todos a

recibir  información  veraz,  actúen  con  menosprecio  de  la  verdad  o  falsedad  de  lo

comunicado, comportándose irresponsablemente al transmitir como hechos verdaderos

simples  rumores  carentes  de toda constatación  o meras  invenciones  o insinuaciones

insidiosas; las noticias, para gozar de protección constitucional, deben ser diligencias

comprobadas y sustentadas en hechos objetivos, debiendo acreditarse en todo caso la

malicia del informador. Es de destacar, en este punto, la doctrina jurisprudencial del

Tribunal Constitucional Español -entre otras muchas, la sentencia número setenta y seis/

dos mil  dos,  del  ocho de abril  de dos mil  dos (§ tres)-  que ha puntualizado que el

específico deber de diligencia es exigible con diferente grado de intensidad en función

de que la noticia se presente como una comunicación neutra, en cuanto procedente de la

originaria información de otro medio de comunicación o fuente informativa, de la que

simplemente se da traslado, o bien de que se trate de una información asumida por un

medio periodístico y su autor como propia, en cuyo caso el deber de diligencia para

contrastar la veracidad de los hechos comunicados no admite atenuación o flexibilidad

alguno,  sino  que  su  cumplimiento  debe  ser  requerido  en  todo  su  rigor.  Para  los

supuestos de reportaje neutral el deber de diligencia se satisface con la constatación de

la verdad del hecho de la declaración, pero no se extiende en principio a la necesidad de

acreditar la verdad de lo declarado, aún cuando se exige la indicación de la persona –

debidamente  identificada-  que lo  proporciona [a  este  se le  exige  la  veracidad de lo

expresado], siempre que no se trate de una fuente genérica o no se determino quien hizo

las declaraciones, sin incluir opiniones personales de ninguna clase. Por lo demás, no se

excluye la protección constitucional cuando media un error informativo recaído sobre

cuestiones de relevancia secundaria en el contexto de un reportaje periodístico; y vi).-

Otra ponderación se ha de realizar cuando se está ante el ejercicio de la libertad de

expresión  u  opinión.  Como  es  evidente,  las  opiniones  y  los  juicios  de  valor  -que

comprende  la  critica  a  la  conducta  de  otro-  son  imposibles  de  probar  [el  Tribunal



Constitucional ha dejado expuesto que, por su propia naturaleza, los juicios de valor, las

opiniones, los pensamientos o las ideas de cada persona pueda tener son de naturaleza

estrictamente subjetivas y, por tanto, no pueden ser sometidos a un test de veracidad,

Sentencia  del  Tribunal  Constitucional  número  cero  nueve cero  cinco-  dos  mil  uno-

AA/TC, del catorce de agosto de dos mil dos]. Cuarto: Que, establecido nuestro marco

jurisprudencial  y  contrastado  con  el  thema  decidendi,  concluimos  que  las  frases

propaladas  por  el  querellado  Adolfo  Saloma  González  no  desbordaron  la  actividad

pública  -  pasible  de  critica  -  desempeñada  por  la  querellada  Marina  Sequeiros

Montesinos, configurándose los supuestos jurisprudenciales ut supra, esto es, que las

expresiones  incidan    en la    esfera pública - no en la  intimidad de las personas    y   de

quienes  guarden con  ella  una personal y estrecha  vinculación  familiar.  Por  estas

consideraciones: declararon NO HABER NULIDAD en la sentencia de vista de fecha

diez de julio de dos mil ocho, de fojas cuatrocientos cuarenta y cinco, que confirmó la

sentencia de primera instancia de fojas trescientos sesenta y nueve, de fecha doce de

octubre de dos mil siete, que absolvió a Adolfo Antonio Saloma González - siendo éste

el nombre correcto y no el consignado en la recurrida -, por el delito contra el Honor, en

la modalidad de difamación agravada, en agravio de Marina Sequeiros Montesinos, con

lo demás que contiene; y los devolvieron.-
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